
SEÑOR: JUEZ SINCELEJO (TURNO) 

REFERENCIA: ACCION DE TUTELA CON SOLICITUD DE MEDIDA 
PROVISIONAL DE IVAN DARIO RAMIREZ RODRIGUEZ CONTRA EL 
INDERSUCRE Y LA COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL  

IVAN DARIO RAMIREZ RODRIGUEZ, Mayor de edad vecino y residente en el 
municipio de Sincelejo Sucre identificado como aparece al pie de mi 
correspondiente firma acudo a usted con el respeto que me caracteriza para 
impetrar acción de tutela contra la C.N.S.C Y EL INDERSUCRE de conformidad con 
los siguientes 

                          HECHOS QUE FUNDAMENTAN LA SOLICITUD 

1. Que fui nombrado según decreto 008 de marzo 24 del año 2000 en el 
INDERSUCRE código 340 grado 04 

2. Que mediante resolución 243 del 1 de julio de 2003 fui vinculado en 
provisionalidad en el mismo cargo que venía ostentando desde el año 2000 

3. Que de manera intempestiva el director del INDERSUCRE procedió a presentar 
la modificación del manual de funciones sin consultar con los trabajadores y 
empleados vinculados en provisionalidad con lo cual incurrió en violación al debido 
proceso y principio constitucional de buena fe  

4. Que el INDERSUCRE de manera irregular modifican los requisitos de formación 
académica y experiencia en lo que concierne al empleo PROFESIONAL 
UNIVERSITARIO código 219 GRADO 12 deporte asociado y competitivo por 
profesional o licenciado en áreas del conocimiento ciencias sociales y humanas en 
el núcleo de conocimiento deporte y educación física y recreación, post grado en la 
modalidad de especialización en cualquiera de estas áreas 

5.Que en la actualidad me faltan menos de tres años para adquirir mi derecho a la 
pensión conforme lo establece el artículo 263 de la ley 1955 de 2019 , en 
consecuencia la protección prevista en el parágrafo 2 del artículo 263 de la ley 1955 
de 2019 es aplicable a servidores provisionales que a 30 de noviembre de 2018 
estaban desempeñando empleos vacantes del sistema general de carrera que 
no hubieren sido parte de procesos de selección aprobados por la sala plena de la 
CNSC  hasta el 25 de mayo de  2019 INDERSUCRE OMITIO DICHA CIRCULAR  
CON LO CUAL ME CAUSA UN PERJUICIO IRREMEDIABLE ya que desconocieron 
las prerrogativas legales al aquí accionante pues el INDERSUCRE DEBIA 
REPORTAR a más tardar el 25 de julio del año en curso el total de vacantes 
definitivas de los empleos de carrera indicando las que cumplan con las siguientes 
condiciones: 

Que ha 30 de noviembre de 2018 estaban siendo desempeñados por personas 
nombradas en provisionalidad y aún continúan en el cargo  

Que ha 25 de mayo de 2019 le faltan 3 años o menos de edad para cursar el derecho 
a la pensión de jubilación 

Dicha información deberá ser registrada en el sistema de apoyo para la igualdad el 
mérito y las oportunidades (SIMO) partir de la fecha que se reportará lo 
correspondiente  

Nombre del servidor  

Numero de cedula  

Si existen requisitos pendientes para causar el derecho a la pensión de jubilación 
(semanas de cotización, edad o ambas según el caso) 



Tipo de régimen pensional  

6. Que el director del INDERSUCRE omitió la circular citada y como consecuencia 
de ello se me violan los derechos fundamentales al debido proceso, trabajo, 
mínimo vital, a la igualdad. 

Ya que cumplo los requisitos de la norma citada para mantenerme en el cargo hasta 
tanto adquiera mi derecho a mi pensión tal como fue detallado por mí en el derecho 
de petición que eleve al señor director del INDERSUCRE el pasado 16 de 
septiembre de 2020 y el que no contestó de manera clara de fondo y precisa.  

Así las cosas, EL DIRECTOR DEL INDERSUCRE me está causando un perjuicio 
irremediable al modificar el manual de funciones sin contar con los requisitos legales 
para ello como lo explique de manera clara en la petición elevada con lo cual pone 
en concurso el cargo que vengo desempeñando nombrado en provisionalidad pues 
OMITIO SUBIR LA INFORMACION DE ESTE SERVIDOR EN LA PLATAFORMA 
SIMO EN LOS TIEMPOS ESTIPULADOS POR LA C.N.S.C.,  según formato código 
de entidad 4616 entidad: INDERSUCRE número de documento: 92502789 tipo de 
documento cedula de ciudadanía, código empleo: M2201796 nombre: RAMIREZ 
IVAN DARIO fecha de vinculación 01/07/2000 tipo vinculación provisional 
código posición:000004 denominación: profesional universitario código 219 
grado 12 área deporte asociado competitivo área de formación y desarrollo 
fecha DE REGISTRO EN SIGEP 15/03/2018 

7. Que reitero que la actitud omisiva del director del INDERSUCRE en reportar de 
manera clara de fondo y precisa mi situación particular de beneficiario de la ley 1955 
de 2019 viola los derechos fundamentales derechos fundamentales al debido 
proceso, trabajo, mínimo vital, a la igualdad, al acceso de cargos y funciones 
públicas, confianza legítima, principio constitucional de buena fe. 

8. Que el concurso de méritos está programado para el 28 de febrero del presente 
año  2021 y dada la premura del tiempo  me es imposible concursar. 

9. Que a pesar de que hice la petición para que el director realizara los correctivos 
a la situación hizo caso omiso y no respondió de manera clara precisa y fondo dicha 
solicitud.                                                

                                                    PETICIONES  

Solicito respetuosamente al señor juez del conocimiento tutelar los derechos 
fundamentales al debido proceso, trabajo, mínimo vital, a la igualdad, al acceso 
de cargos y funciones públicas , confianza legítima , principio constitucional 
de buena fe y en consecuencia como MEDIDA PROVISIONAL se proceda 
a suspender el concurso en lo que tiene que ver con mi caso concreto y se 
ordene al director del INDERSUCRE que dentro del término de 48 horas 
siguientes a la notificación del fallo proceda a realizar la valoración de los 
requisitos establecidos en  la ley 1955 de 2019 tal como lo solicite pues me 
está causando un perjuicio irremediable al dejarme desempleado  y 
convocando mi cargo a concurso por una OMISION EN EL REPORTE DE 
INFORMACION QUE ES UN DEBER DEL INDERSUCRE Y NO LO HICIERON con 
lo cual no puedo verme perjudicado en mis derechos por una negligencia de 
la entidad en la que laboro 

                                           FUNDAMENTOS LEGALES  

.4. El principio de publicidad como expresión del debido proceso. 
  
5.4.1. Una de las garantías del derecho fundamental al debido proceso es el 
principio de publicidad, en virtud del cual, se impone a las autoridades judiciales y 
administrativas, el deber de hacer conocer a los administrados y a la comunidad en 
general, los actos que aquellas profieran en ejercicio de sus funciones y que 



conduzcan a la creación, modificación o extinción de un derecho o a la imposición 
de una obligación, sanción o multa. 
  
5.4.2. El principio de publicidad se encuentra consagrado en el artículo 209 de la 
Constitución Política, que señala que la función administrativa está al servicio de los 
intereses generales y se desarrolla con fundamento entre otros, en el principio 
de “publicidad”, el cual se evidencia en dos dimensiones. 
  
5.4.3. La primera de ellas, como el derecho que tienen las personas directamente 
involucradas, al conocimiento de las actuaciones judiciales y administrativas, la cual 
se concreta a través de los mecanismos de comunicación y la segunda, como el 
reconocimiento del derecho que tiene la comunidad de conocer las actuaciones de 
las autoridades públicas y, a través de ese conocimiento, a exigir que ellas se surtan 
conforme a la ley. Al efecto, esta Corporación en Sentencia C- 096 de 2001, dijo: 
  

“Un acto de la administration  es público cuando ha sido conocido por quien 
tiene derecho a oponerse a él y restringir el derecho de defensa, sin 
justificación, resulta violatorio del artículo 29 de la Constitución Política” 
 
 
[…] los actos de la administración solo le son oponibles al afectado, a partir 
de su real conocimiento, es decir, desde la diligencia de notificación personal 
o, en caso de no ser ésta posible, desde la realización del hecho que permite 
suponer que tal conocimiento se produjo, ya sea porque se empleó un medio 
de comunicación de aquellos que hacen llegar la noticia a su destinatario final 
[…], o en razón de que el administrado demostró su conocimiento […]. 
[…] la Corte no […] puede considerar que se cumplió con el principio de 
publicidad, que el artículo 209 superior exige, por la simple introducción al 
correo de la copia del acto administrativo que el administrado debe conocer, 
sino que, para darle cabal cumplimiento a la disposición constitucional, debe 
entenderse que se ha dado publicidad a un acto administrativo de contenido 
particular, cuando el afectado recibe, efectivamente, la comunicación que lo 
contiene. Lo anterior por cuanto los hechos no son ciertos porque la ley así 
lo diga, sino porque coinciden con la realidad y, las misivas que se envían 
por correo no llegan a su destino en forma simultánea a su remisión, aunque 
para ello se utilicen formas de correo extraordinarias” 

  
En la Sentencia SU- 447 de 2011, sobre el cumplimento del principio de publicidad, 
esta Corte señaló: 

  
“6.5.5. Publicidad de las medidas preventivas o cautelares administrativas 
  
Como se ha observado en los acápites de esta providencia, los diferentes 
procedimientos administrativos tratan de manera diferente la forma de dar 
publicidad a las medidas preventivas o cautelares administrativas.  En efecto, 
en algunos de ellos se presentan las medidas preventivas de inmediata 
ejecución y acompañada de  flagrancia, sin que se realice referencia alguna 
a la publicidad de dichas decisiones. En otros, se señala la forma de 
comunicación y publicidad en relación con las sanciones, pero no se 
relaciona lo correspondiente a las medidas preventivas. De lo visto, en 
algunos procedimientos administrativos se entiende garantizado el derecho 
de defensa respecto de la medida cautelar en si misma considerada, con la 
posibilidad de contradecir la sanción, agregando que dicho derecho 
fundamental se encuentra reforzado con la posibilidad de agotar la vía 
gubernativa y acudir a la jurisdicción contencioso-administrativa. Por último, 
la ley determina en otro procedimiento administrativo, que en razón a que la 
medida preventiva es de ejecución inmediata, contra ella no proceden 
recursos.   
  
Otras conclusiones igualmente importantes se desprenden de los 
procedimientos administrativos anotados. Estos tienen como denominadores 
comunes y en relación con las medidas preventivas,  los siguientes: (i) las 



medidas preventivas pueden ser aplicadas sin perjuicio de las posibles 
sanciones que determine la ley; (ii) Las medidas preventivas se dirigen contra 
los administrados sometidos a control y vigilancia por la autoridad; y (iii) 
en  ningún caso se establece la necesidad de que dichas medidas se 
comuniquen a terceros.” 

  
5.4.4. El suma, el principio de publicidad, visto como instrumento para la realización 
del debido proceso, implica la exigencia de proferir decisiones debidamente 
motivadas en los aspectos de hecho y de derecho, y el deber de ponerlas en 
conocimiento de los distintos sujetos procesales con interés jurídico en actuar, a 
través de los mecanismos de comunicación instituidos en la ley[17], con el fin de que 
puedan ejercer sus derechos  a la defensa y contradicción. 
  
Ahora bien, la definición de los medios a través de los cuales se da cumplimiento 
al principio de publicidad, es competencia del Legislador, cuya función es señalar 
la forma más conducente para dar a conocer el hecho o acto, a los sujetos e 
interesados. 
  
El derecho a la igualdad en la Constitución y la regla de prohibición de trato 
discriminado 
  
El derecho a la igualdad ofrece dos dimensiones normativas, la interna, dispuesta 
en la Constitución Política y la internacional, que involucra los tratados en los que 
Colombia es Estado parte, las declaraciones de principios respecto de los cuales 
Colombia es Estado suscriptor, y además los tratados, convenciones y principios 
alrededor de los cuales el sistema internacional de protección viene construyendo 
obligaciones concretas de respeto y garantía. 
  
En el plano interno el derecho a la igualdad fue establecido en el artículo 13 de la 
Constitución bajo, una fórmula que ha sido sectorizada de diversas maneras. El 
enunciado específico dispone: 
  

“Artículo 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la 
misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos 
derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones 
de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o 
filosófica. 
  
El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva 
y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 
  
El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición 
económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad 
manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.” 

  
Respecto de la estructura básica de ese enunciado, se ha dicho que el inciso 
primero establece el principio de igualdad y la prohibición de trato discriminado; que 
en el inciso segundo se dispone el mandato de promoción de la igualdad material, 
mediante la implementación de medidas de discriminación afirmativa; y que el inciso 
tercero establece medidas asistenciales, por medio del mandato de protección a 
personas puestas en circunstancias de debilidad manifiesta en virtud de la pobreza 
o su condición de discapacidad. En el plano estrictamente normativo, el enunciado 
sobre igualdad consta cuando menos de cuatro elementos: 
  
5.1. El principio general de igualdad 
  
Está formulado al comienzo del enunciado al disponer que “Todas las personas 
nacen libres e iguales ante la ley”. La expresión “todas las personas” refiere un 
destinatario universal, que incluye nacionales, extranjeros, personas naturales y 
personas jurídicas. Se trata aquí de la igualdad formal, de la igualdad de todos ante 
la ley, que involucra la supresión de privilegios. Fue esta la primera formulación 
moderna del derecho a la igualdad, que es puramente formal y que omite las 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/C-341-14.htm#_ftn17


referencias al momento material, las desigualdades de la vida real, de la vida 
cotidiana de las personas. 
 
DERECHO AL TRABAJO 

La protección constitucional del trabajo, que involucra el ejercicio de la actividad 
productiva tanto del empresario como la del trabajador o del servidor público, no 
está circunscrita exclusivamente al derecho a acceder a un empleo sino que, por el 
contrario, es más amplia e incluye, entre otras, la facultad subjetiva para trabajar en 
condiciones dignas, para ejercer una labor conforme a los principios mínimos que 
rigen las relaciones laborales y a obtener la contraprestación acorde con la cantidad 
y calidad de la labor desempeñada. Desde el Preámbulo de la Constitución, se 
enuncia como uno de los objetivos de la expedición de la Constitución de 1991, el 
asegurar a las personas la vida, la convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el 
conocimiento, la libertad y la paz. Es decir, el trabajo es un principio fundante del 
Estado Social de Derecho. Es por ello que desde las primeras decisiones de la Corte 
Constitucional se ha considerado que “Cuando el Constituyente de 1991 decidió 
garantizar un orden político, económico y social justo e hizo del trabajo requisito 
indispensable del Estado, quiso significar con ello que la materia laboral, en sus 
diversas manifestaciones, no puede estar ausente en la construcción de la nueva 
legalidad”. Lo anterior implica entonces que dentro de la nueva concepción del 
Estado como Social de Derecho, debe entenderse la consagración constitucional 
del trabajo no sólo como factor básico de la organización social sino como principio 
axiológico de la Carta. El artículo 25 de la Constitución Política dispone que “El 
trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas sus modalidades, de 
la especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a un trabajo en 
condiciones dignas y justas.” También varias de sus disposiciones de la 
Constitución reflejan una protección reforzada al trabajo. Así el artículo 26 regula, 
entre otros temas, la libertad de escogencia de la profesión u oficio productivo; el 
artículo 39 autoriza expresamente a los trabajadores y a los empleadores a 
constituir sindicatos y asociaciones para defender sus intereses; el artículo 40, 
numeral 7º establece como un derecho ciudadano el de acceder a los cargos 
públicos; los artículos 48 y 49 de la Carta establecen los derechos a la seguridad 
social en pensiones y en salud, entre otros, de los trabajadores dependientes e 
independientes; el artículo 53 regula los principios mínimos fundamentales de la 
relación laboral; el artículo 54 establece la obligación del Estado de propiciar la 
ubicación laboral a las personas en edad de trabajar y de garantizar a las personas 
discapacitadas el derecho al trabajo acorde con sus condiciones de salud; los 
artículos 55 y 56 consagran los derechos a la negociación colectiva y a la huelga; el 
artículo 60 otorga el derecho a los trabajadores de acceso privilegiado a la 
propiedad accionaria; el artículo 64 regula el deber del Estado de promover el 
acceso progresivo a la propiedad de la tierra y la efectividad de varios derechos de 
los campesinos y los trabajadores agrarios; el artículo 77 que garantiza la 
estabilidad y los derechos de los trabajadores del sector de la televisión pública; los 
artículos 122 a 125 señalan derechos y deberes de los trabajadores al servicio del 
Estado; el artículo 215 impone como límite a los poderes gubernamentales previstos 
en los “estados de excepción”, los derechos de los trabajadores, pues establece 
que “el Gobierno no podrá desmejorar los derechos sociales de los trabajadores 
mediante los decretos contemplados en este artículo”; el artículo 334 superior 
establece como uno de los fines de la intervención del Estado en la economía, el de 
“dar pleno empleo a los recursos humanos y asegurar que todas las personas, en 
particular las de menores ingresos, tengan acceso efectivo a los bienes y servicios 
básicos” y el artículo 336 de la Constitución también señala como restricción al 
legislador en caso de consagración de monopolios, el respeto por los derechos 
adquiridos de los trabajadores.    

PRUEBAS 

Téngase como pruebas  

Derecho de petición realizado al director del INDERSUCRE y contestación del 
mismo y todos los anexos de documentos presentados  



 

JURAMENTO 

Bajo la gravedad de juramento manifiesto que no he interpuesto otra acción de tutela 
con base en los hechos, derechos y pretensiones ante ninguna autoridad. 

                             

                                           NOTIFICACIONES  

Las recibo en mi correo electrónico: ivandario-23@hotmail.com  

Teléfono: 3002633362 

 

 

IVAN DARIO RAMIREZ RODRIGUEZ 

CC. 92.502.789 de Sincelejo. 

 

ANEXOS: 

-NOMBRAMIENTO AÑO 2000 

-ACUERDO 001 AÑO 2000 

-NOMBRAMIENTO 2003 

-ACUERDO 001 AÑO 2000 

-CIRCULAR No: 20191000000107 

-DERECHO DE PETICIÓN DIRECTOR INDERSUCRE CON ANEXOS 

-RESPUESTA DERECHO DE PETICIÓN 

 

 

(106 FOLIOS) 
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